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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 2 de agosto de 2016. 

Comparece ante nosotros Ricardo I. Ríos Santos, para pedirnos 

revocar una Sentencia dictada por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala Superior de Guayama (foro primario, o foro apelado), mediante la 

cual se denegó su causa de acción por alegado incumplimiento de 

contrato, y daños y perjuicios. 

I. 

 El 9 de octubre de 2013, Ricardo I. Ríos Santos (Ríos Santos, o 

el apelante) presentó una Demanda en contra de la Cooperativa de 

Seguros de Vida de Puerto Rico (COSVI). Alegó que, tras obtener un 

préstamo económico de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Manatí 

adquirió una póliza de incapacidad total de COSVI para asegurar 

dicho préstamo1. Posteriormente sufrió una caída en el trabajo que le 

ocasionó herniación discal y dolor severo en la columna, molestias 

que desencadenaron una depresión severa, y que llevaron a que el 

                                                 
1 Según la prueba que obra en el expediente del caso, se trata de un Seguro 
Colectivo de Vida de Crédito, con Endoso de beneficio por incapacidad física total y 

permanente, a favor de la Cooperativa de Seguros de Vida de Puerto Rico. 
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Fondo del Seguro del Estado (el Fondo) le extendiera beneficios por 

incapacidad. Pese a ello, COSVI se negó a cubrir el préstamo de la 

Cooperativa. 

En su contestación a la Demanda, COSVI alegó que no procedía 

la cobertura del préstamo en cuestión por dos razones. Primero, 

porque presuntamente el Fondo incapacitó a Díaz Santos por razones 

mentales, lo cual estaba excluido del seguro. Segundo, porque la 

alegada incapacidad física era parcial, y no total y permanente como 

exigía el seguro. 

Luego de varios trámites procesales2, el foro primario dictó 

Sentencia el 1 de febrero de 2016, y ésta se notificó el 5 del mismo 

mes y año. En la Sentencia en cuestión, se formularon diez (10) 

determinaciones de hechos; entre éstas, las siguientes: 

 El perito de COSVI concluyó que, de acuerdo con las 

Guías de Determinación de Impedimento Permanente 
de la Asociación Médica Americana, el grado de 
impedimento de Ríos Santos era parcial permanente. 

Dicho testimonio no fue controvertido. 
 

 El perito de Ríos Santos le atribuyó un 11% de “whole 
person impairment” (WPI). Esta adjudicación no 

equivale a una incapacidad física total y permanente 
según definida por el Endoso de Beneficio por 
Incapacidad Física Total y Permanente. 

 

 En lo que respecta a la condición física de Ríos Santos, 

el Fondo le adjudicó un 5% de pérdida de funciones 
fisiológicas generales. No le adjudicó incapacidad física 
total y permanente. 

 

 El Fondo concluyó que la condición primaria de Ríos 

Santos era mental (mood disorders). El Endoso de 
Beneficio por Incapacidad Física Total y Permanente 

excluye de beneficios la incapacidad por todo tipo de 
condición o desorden mental. 

 

Apoyándose en sus determinaciones de hechos, el foro primario 

denegó la Demanda por entender que el demandante no padecía de 

una incapacidad física total y permanente, y que su incapacidad era 

consecuencia de una condición mental, excluida de cobertura. 

                                                 
2 Incluido el juicio en su fondo, el cual se celebró los días 21 de abril, 29 de junio y 

7 de agosto de 2015. 
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Inconforme, Ríos Santos compareció ante nosotros e imputó los 

siguientes dos errores: 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia en su 
apreciación de la prueba testifical y documental, 

formulando determinaciones de hechos contrarias a lo 
establecido preponderantemente por esta. 
 
2. Erró el Tribunal de Primera Instancia al favorecer la 

aseguradora en la interpretación de una cláusula de 
exclusión ambiguamente redactada. 

 

El apelante argumentó que, según explicó su perito, 

impedimento e incapacidad no son sinónimos. En este sentido 

destacó que, si bien a Ríos Santos se le otorgó un 11% de 

impedimento, ese porcentaje representaba una incapacidad total y 

permanente para desempeñarse como policía. Pese a lo anterior, el 

perito de COSVI nunca examinó físicamente a Ríos Santos, 

desconocía que éste tuvo que ser sometido a una cirugía en la 

columna, y centró su análisis en equiparar los conceptos de 

impedimento e incapacidad, lo cual presuntamente es erróneo. 

COSVI presentó su alegato en oposición. Alegó que el 

apelante pretendía ignorar la definición de incapacidad física y 

permanente contenida en el Endoso, y reemplazarla por una 

definición de “incapacidad ocupacional”. En este sentido, aclaró 

que si bien es cierto que existen seguros por incapacidad 

ocupacional, este no es el caso de la póliza objeto de controversia, 

que expresamente dispuso en torno a una incapacidad física total y 

permanente. También acotó que Ríos Santos nunca cuestionó los 

porcentajes de incapacidad otorgados por el Fondo, así como su 

propio médico, lo que hacía innecesario un examen físico por parte 

del perito de la aseguradora. 

Luego de analizar el expediente del caso, incluidas las 

comparecencias de ambas partes, pasamos a exponer el Derecho 

aplicable para atender la controversia ante nuestra consideración. 
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II. 
 

A. 
 

 El Artículo 1044 del Código Civil (31 LPRA sec. 2994) dispone 

que las obligaciones que nacen de los contratos tienen fuerza de ley 

entre las partes. Esto es lo que se conoce como el principio de pacta 

sunt servanda, el cual promulga que cuando las personas contratan 

crean normas obligatorias como la ley misma, y por ello los contratos 

deben ser cumplidos según lo acordado. VDE Corporation v. F&R 

Contractors, 180 DPR 21, 34 (2010). 

Al interpretar un contrato, los tribunales buscarán velar por su 

estricto cumplimiento. Ello, siempre que lo dispuesto por las partes 

“sea legal y válido y no contenga vicio alguno”. Olazábal v. US Fidelity, 

Etc., 103 DPR 448, 351 (1975). 

Establecido que el contrato es válido, si los términos 

estipulados son claros y no dejan duda sobre la intención de las 

partes, “se estará al sentido literal de sus cláusulas”. Art. 1233 del 

Código Civil (31 LPRA Sec. 3471). Por el contrario, “si las palabras 

parecieren contrarias a la intención evidente de los contratantes, 

prevalecerá ésta sobre aquéllas”. Íd. 

B. 

Los contratos de adhesión son aquellos en los que una de las 

partes otorgantes dictamina las condiciones del acuerdo y la otra 

parte tan sólo las acepta. Suárez Figueroa v. Sabanera Real Inc., 173 

DPR 694, 711 (2008). Este tipo de acuerdos es válido en nuestra 

jurisdicción. Sin embargo, la norma obliga a interpretar las 

disposiciones de los contratos de adhesión de modo favorable hacia 

quien nada tuvo que ver con su redacción; es decir, a favor de la parte 

más débil. Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, 184 DPR 169, 176-177 

(2011). Ello no implica una interpretación irrazonable o la anulación 

de un contrato por el sólo hecho de tratarse de uno de adhesión. Íd. 
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El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que los 

contratos de seguro son contratos de adhesión. Por tal motivo, sus 

cláusulas se interpretarán liberalmente a favor del asegurado. 

Monteagudo Pérez v. E.L.A., 172 DPR 12, 21 (2007); Molina Texidor v. 

Centro Recreativo Plaza Acuática, 166 DPR 260, 267 (2005). 

Los contratos de seguro deben interpretarse teniendo 

consideración que el propósito de éstos es indemnizar al asegurado 

por la ocurrencia del evento incierto previsto en el contrato. Código de 

Seguros de Puerto Rico (20 LPRA sec. 1125); Quiñones López v. 

Manzano, 141 DPR 139, 155 (1995). En este sentido, 

las cláusulas de exclusión, que operan para limitar la 

cubierta provista por la aseguradora y, de este modo, no 
responder por determinados eventos, riesgos o peligros, 
son generalmente desfavorecidas. Así pues, éstas serán 

interpretadas restrictivamente en contra del asegurador 
para, de este modo, cumplir con el propósito intrínseco de 
la póliza, es decir, dar mayor protección al asegurado. 

Maderas Tratadas v. Sun Alliance Ins. Co., 185 DPR 880, 
899 (2012). 
 

Lo anterior bajo ningún escenario implica obligar al asegurador 

a proveer cobertura cuando la misma se excluye con lenguaje claro y 

expreso. Íd., pág. 900; González Burgos v. Coop. De Seguros de Vida, 

117 DPR 659, 662 (1986). Ello es así, pues la cubierta se circunscribe 

a lo específicamente delimitado en la póliza conjuntamente con las 

exclusiones allí dispuestas. Maderas Tratadas v. Sun Alliance Ins. Co., 

supra. 

III. 

 Comparece ante nosotros Ricardo Ríos Santos para pedirnos 

revocar el dictamen mediante el cual se declaró “NO HA LUGAR” la 

Demanda en la que reclamaba cobertura para su préstamo asegurado 

con COSVI. Ello, por entender que el foro primario erró en su 

apreciación de la prueba y realizó una interpretación a favor de la 

aseguradora. Los alegados errores no se cometieron. Veamos por qué. 

 El apelante contrató con COSVI para asegurar, mediante un 

“Endoso por incapacidad física y permanente”, el préstamo que 
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contrajo con la Cooperativa de Ahorro y Crédito de Manatí. Sin 

embargo, el Endoso en cuestión contiene cláusulas de exclusión de 

beneficios, que expresamente descartan de su cobertura ciertos 

escenarios. 

 De partida, el contrato objeto de controversia dispone que, 

“[p]ara tener derecho a compensación bajo este Endoso, el deudor 

debe padecer de una condición física que le incapacite total y 

permanente… La incapacidad debe impedir al deudor asegurado 

trabajar en cualquier empleo retribuido o realizar cualquier 

actividad que conlleve remuneración económica por el resto de 

su vida”. (Énfasis nuestro). Adicional a esto, en su apartado de 

“limitaciones”, especifica que el Endoso no cubre, entre otros, lo 

siguiente: 

b. La incapacidad física total y permanente del deudor 
asegurado como resultado de todo tipo de neurosis o 

desórdenes siconeuróticos, desórdenes de personalidad, 
ansiedad, desórdenes sicosomáticos, psicosis, 
esquizofrenia, paranoia, depresión unipolar, depresión 

bipolar, dependencia del licor, adicción a drogas, 
retardación mental u otra condición o desorden mental, 

sea ésta o no causada o agravada por cualquier otra 
enfermedad, accidente o trauma. (Énfasis nuestro). 
 

Ríos Santos alega que la cláusula relativa a la exclusión por 

incapacidad es ambigua, por lo que debe interpretarse a favor del 

asegurado. Además, recalca que la depresión y los demás síntomas de 

enfermedad mental que le afectaron fueron producto de la caída y las 

múltiples y dolorosas secuelas de dicho accidente, a raíz del cual no 

ha podido ser el mismo ni desenvolverse como solía hacerlo. En este 

sentido enfatiza que, aunque se le dio un 11% de impedimento, dicho 

porcentaje le representa una incapacidad total para desempeñarse 

como policía, dado que al día de hoy aún depende de su pareja para 

realizar ciertas actividades cotidianas. 

De un lado, es innegable que los contratos de adhesión, 

incluidos los contratos de seguros, deben interpretarse de la manera 

más favorable a la parte más débil. Coop. Sabaneña v. Casiano Rivera, 
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supra; Monteagudo Pérez v. E.L.A., supra; Molina Texidor v. Centro 

Recreativo Plaza Acuática, supra. No obstante, ello es así en caso de 

existir algún tipo de ambigüedad en las cláusulas, y no cuando existe 

un lenguaje claro y expreso. Maderas Tratadas v. Sun Alliance Ins. 

Co., supra. 

En este caso, no existe ambigüedad en cuanto a ninguna de las 

dos cláusulas en las que se ampara COSVI para denegar la cobertura 

de beneficios. Aunque, tal como lo destaca el apelante, su depresión 

severa fue consecuencia del accidente que sufrió, la cláusula 

contractual es clara en cuanto a que una situación mental como la 

que él sufrió será base para exclusión “sea ésta o no causada o 

agravada por cualquier otra enfermedad, accidente o trauma”. 

Para subsanar la antedicha limitación, el apelante sostiene, en 

esencia, que sus padecimientos mentales fueron temporales, que 

actualmente se encuentra bastante estable en ese ámbito, y que su 

incapacidad permanente se limita a lo físico. Aun dando por cierto 

dicha aseveración, y limitando al máximo el alcance de la cláusula 

relativa a las denegatorias por desórdenes mentales, no podemos 

obviar la existencia de la otra cláusula, aun más perjudicial para Ríos 

Santos. 

El contrato en controversia expresamente dispone que la 

incapacidad total y permanente que da lugar a la cobertura es aquella 

que impide al asegurado “trabajar en cualquier empleo retribuido o 

realizar cualquier actividad que conlleve remuneración 

económica por el resto de su vida”. Ciertamente, el apelante alega 

que sus padecimientos físicos son tales que le impiden volver a 

desempeñarse como policía por el resto de su vida. Aun si damos por 

cierto este planteamiento, el mismo no es suficiente para cumplir con 

los requisitos de “incapacidad total y permanente” dispuestos por la 

aseguradora en la antedicha cláusula. 
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No surge en ninguna parte del expediente ante nuestra 

consideración, incluida la transcripción del juicio en sus méritos, que 

Ríos Santos hubiese presentado evidencia tendente a demostrar estar 

incapacitado permanentemente para “trabajar en cualquier empleo 

retribuido o realizar cualquier actividad que conlleve 

remuneración económica por el resto de su vida”. Las alegaciones 

del apelante se centraron exclusivamente en su incapacidad para 

volver a desempeñarse como policía. Sin embargo, la cláusula del 

Endoso en cuestión no se refiere a la incapacidad para realizar el 

empleo específico que ostentaba el asegurado al momento de 

contratar, sino para desempeñarse en cualquier tipo de empleo o 

actividad remunerada. Es decir, que no logró derrotar la exclusión de 

beneficios en la que se amparó COSVI para denegar la cobertura. 

IV. 

Por lo antes señalado, se confirma la Sentencia apelada. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Mildred I. Rodríguez Rivera 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones Interina 


